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es, no jugaría aquí el principio de primacía comunitaria, porque los tratados socia-
les internacionales anteceden formal y sustantivamente al escasísimo Derecho so-
cial comunitario y no están en igual nivel de exigencia con respecto a la política 
social común. 

La discrecionalidad y autonomía estatal puede manifestarse también negativa-
mente. Esto es, los Estados miembros no están obligados por el Derecho comunita-
rio a proteger socialmente a las personas o trabajadores residentes en su territorio. 
A nivel comunitario no hay un catálogo de derechos sociales de las personas/ 
trabajadores vinculante 81• En segundo lugar, los Estados pueden disminuir el nivel 
de protección ya otorgado, porque con ello en nada comprometerían los objetivos 
económicos de los Tratados. Ciertamente que el art. 2 establece el objetivo de la 
"elevación del nivel de vida", pero no se trata sino de un principio inspirador de la 
integración económica. 

O. de Schutter afirma incluso que, en base a la autonomía social negativa, los 
Estados miembros podrían proceder a una desregularización competitiva. "El esta-
blecimiento del mercado interior no exige necesariamente la desregularización so-
cial, esto es, suprimir el obstáculo que representa para los intercambios 
intracomunitarios la coexistencia en un único espacio económico, de una diversi-
dad de legislaciones sociales" 82 • Sin embargo, es indudable que en aras de la 
competitividad, los Estados tienen libertad, lamentablemente, para realizar dumping 
social, como un incentivo empresarial. Se afirma que, en un espacio económico 
único, la situación ideal sería la de una protección de mínimos, para proteger mejor 
todos los intereses que entran en juego. 

2) El segundo límite de efectividad es consecuencia! al primero: se trata de 
las escasas competencias de la Comunidad en materia social. La formulación de 
derechos sociales en el ámbito comunitario, tanto en el momento de la Carta 
comunitaria de los trabajadores de 1989, como actualmente, con los derechos de la 
solidaridad de Niza 2000, no implica el nacimiento de Derecho comunitario social. 
En consecuencia tampoco significa una extensión del ámbito de aplicación de los 
principios o escasas normas existentes. Igual afirmación es válida con respecto a la 
competencias. No se amplían los poderes de la Comunidad en el ámbito social. El 
reparto de poder entre Estados miembros e Instituciones queda inalterado. Se man-
tiene el nivel de los arts. 136 y 137 del TCE, en los que las palabras promoción 
cooperación y armonización revelan el alcance de las obligaciones estatales y por 

81. Ni la Carta de derechos sociales de los trabajadores de 1989, ni los derechos de Solidari-
dad enunciados en la Carta de derechos fundamentales de la Unión son fuentes vinculantes . Constitu-
yen meras declaraciones de intenciones políticas. Añadidamente, la política social común, que en su 
momento, aun siendo un ejemplo de cooperación reforzada supuso un avance, contiene obligaciones 
para los Estados miembros. Éstos siguen manteniendo sus competencias en materia social. Así se 
evidencia en el art.l36 (ex-117) que induce a promover la mejora de las condiciones de vida y de 
trabajo y el 137 (ex-118) que alienta a promover la cooperación inter-estatal en los ámbitos sociales. 

82. ScHUTTER, O. de , op. cit., p. 39. 
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tanto de los no-poderes comunitarios. Tres niveles mínimos de compromiso estatal 
que permiten afirmar la permanencia del déficit social. El referente cierto es la 
legislación de los Estados miembros, sin que pueda predícarse ni tan siquiera, la 
existencia de "standars" comunitarios. La doctrina, en base a la jurisprudencia del 
TJCE, aprecia indicios de extensión indirecta de poderes comunitarios, cuando el 
Tribunal ha valorado que "un mínimo de protección de derechos sociales sería una 
condición de efectividad de la libre circulación de personas" 83 • En todo caso, es 
una vía abierta por el Tribunal pero a la espera de consolidación. Lo cierto es que, 
en materia social los poderes son de atribución y limitados. No es posible desbor-
dar el reparto de competencias, ni es invocable el art. 235 del TCE. No están en 
juego los objetivos de la Comunidad. Por tanto hay límites reales a la progresión 
protectora en el ámbito social. 

3 1 El tercer límite que percibo es la restricción que pudieran suponer la 
aplicación de algunas de las cláusulas horizontales contenidas en las disposiciones 
generales de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión, contenidas en los 
arts. 51 a 54. Según Simon, tales cláusulas son límites a los derechos garantizados, 
porque fijan el campo de aplícación de los derechos contenidos en la Carta y 
determinan negativamente los derechos reconocidos a los ciudadanos de la Unión 84 • 

Así, en el art . 5 1 se fija el ámbito de aplicación de la Carta, estableciéndose en 
primer lugar la responsabilidad de las Instituciones y órganos de la Unión, dentro 
del respeto del principio de subsidiariedad. Se trata de la lógica correspondencia 
con la obligación que impone ei apartado 2 del art. 6 del Tratado de la Unión de 
respetar los derechos fundamentales. Ahora bien, con respecto a los Estados miem-
bros, la obligación de respeto impuesta aparece limitada, porque solamente podrán 
ser invocados los derechos sociales cuando los Estados actúen en el marco del 
Derecho comunitario. En el marco estataJ, central, regional o local, actuarán con 
arreglo a sus respectivas competencias. Por tanto, no se produce un efecto amplifi-
cador de ex igibílidad, sino que la exigencia social queda conf inada en el escaso 
marco del Derecho social comunitario, o como expresión de los principios genera-
les del Derecho comunitario. 

El art. 52 determina el alcance de los derechos garantizados, estableciendo que 
sólo por ley se podrán limitar, pero se introduce un elemento de alarma, cuando se 
dispone también que pudieran introducirse limitaciones, "cuando sean necesarias y 
respondan efectivamente a objetivos de interés general...". Objetivos de interés 
general, constitucionalmente establecidos, son los económicos, el funcionamiento 

83 . Sc HlJTTER, O. de, al comentar la sentencia del TJCE en el asunto Bosman de 15 de diciem-
bre de 1995, deduce una tal extensión indirecta. Para la realización de la libertad de circulación, se 
requerirla l.a garantía de que en la U.E. se restarían un núcleo de derechos fundamentaies que com-
prenderían necesariamente los derechos sociales. Supondría dar fací!idades a ia movilidad, op. cit., 
pp. 45'"46. 

84. S !MON, D., "Les drois du d toyen de l'Union" , en RUDH, vol. 12, 2000, p. 25. 
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del mercado interior, la unión económica y monetaria, etc. ¿Cabría, pues, sacrificar 
la invocabilidad de los derechos sociales a exigencias de los objetivos económicos? 
De nuevo se inclinaría la balanza a favor de lo económico en detrimento de lo 
social, cuando estábamos empezando a hablar de derechos fundamentales sociales. 
En segundo lugar, el apartado 2 especifica que los derechos reconocidos en la 
Carta tienen su fundamento en los Tratados comunitarios y en el Tratado de la 
Unión Europea y se ejercerán en las condiciones y límites fijados por éstos. Por 
tanto, la Carta no modifica ningún derecho anterior, ni incluso cuando entraran en 
colisión con derechos fundamentales. Con ello, queda debilitado el carácter de 
fundamentalidad y de derechos de vocación constitucional. 

El art. 53 fija el nivel de protección en relación al Derecho Internacional de 
los derechos humanos y a los derechos protegidos por el CEDH. Como señala 
Simon, esta afirmación debería quitar cualquier recelo a una rebaja del nivel de 
protección. No obstante, señala este autor que no queda suficientemente claro qué 
debe entenderse por nivel del Convenio, sí la literalidad de su texto, incluidas las 
reservas que tiene formuladas, o el alcance actual del Convenio tal y como resulta 
de la jurisprudencia de los órganos de Estrasburgo 85. Como señala Dutheil de la 
Roche, con respecto a las cláusulas horizontales subsisten numerosas interrogantes, 
su significado no se clarificará hasta que el alcance jurídico de la Carta se defina 
con precisión 86 • 

4) El último límite de efectividad al que quiero referirme, es un límite gene-
ral y consustancial a toda la Carta de Derechos Fundamentales. Es la carencia de 
carácter jurídico y obligatoriedad. La Carta ha sido proclamada solemnemente a 
nivel político, pero los Estados no han podido consensuar su obligatoriedad. No se 
ha podido integrar en el Tratado de la Unión y no forma parte del Derecho comu-
nitario. Por ello, podría correr parecida suerte a la Carta social comunitaria de 
1989. Cierto que no es un resultado definitivo y que su suerte se ha diferido para 
el 2004, en que se afrontará como una cuestión definitiva a resolver. Se tratará de 
su integración comunitaria y por tanto de su justiciabilidad. El Parlamento, la 
Comisión, el Comité Económico y Social, el Comité de las Regiones, en diversos 
pronunciamientos, se manifestaron favorables a su inserción en los tratados 87 . Hay 
una sinergia general que impulsa a transformar la Carta en uno de los pilares de 
constitucionalización de la Unión Europea. 

85. SJMON, D., op. cit. , p. 25. 
86. DuTHEJL DE LA RocHE, J., "La Charle des droits fondamentaux de I' Union Européenne: 

quelle valeur ajouté, que! avenir?, en Rev. M.C. et UE. , n.0 443, 2000, p. 677. 
87. VnoRtNO, A. , "La Charte des droits fondamentaux de I'Union européenne" , en Rev. du 

Droit de l 'Union Européenn , n. 0 3, 2000, p. 505; WOLFGANG, D., "Charte des droits fondamentaux et 
Convention-De nouvelles voies por réformer l ' Union", Rev. M.C. et UE., n.0 448, 2001, pp. 315 y ss.; 
WATHELET, M ., "La Charte des droits fondamentaux: un bon pas dans une course qui reste longe", 
Cahiers de Droit Europ éenne, 2000, pp. 585 y ss. 
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V. CONCLUSIÓN 

La fecha de 2004 es un reto para la constitucionalización de los derechos 
humanos en la Unión Europea, dentro del cual es especialmente significativa la 
formulación de derechos sociales como derechos fundamentales para la persona/ 
trabajador y para la Unión. No obstante, existen aún barreras ideológicas y políti-
cas respecto al contenido y alcance de lo social que se traducen en una especial 
sensibilización de las soberanías de los Estados, pero el hecho de haberse consensuado 
un conjunto de derechos sociales comunitarios, tiene en sí mismo un valor añadido 
a la vigencia. La Unión, no podrá seguir construyéndose en lo económico y mone-
tario sin tomar en cuenta la justicia social. Y pese a que el logro consignado en la 
Carta presenta debilidades, si los logros se llegaran a consolidar jurídicamente, el 
déficit social histórico comenzaría a paliarse, o al menos contaríamos con los 
instrumentos mínimos de progreso y desarrollo. 

Anales de la Cátedra Francisco Suárez, 35 (2001), 23-57. 




